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COMPETENCIA. Competencia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DISPONER que al Juzgado de Garantías de Segunda Nominación le correspon-
de reemplazar al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial, Laboral y de Personas y Familia con 
asiento en la ciudad de Cafayate, en los autos caratulados “Arias, Víctor José vs. Arias, Víctor Hugo s/ Vio-
lencia Familiar”, Expte. Nº 3.857/17, y sus acumulados. 
II. COMUNICAR lo aquí resuelto al Juzgado de Violencia Familiar y de Género de Primera Nominación. 
DOCTRINA: Como consecuencia de la excusación formulada por la titular del Juzgado de Primera Instancia 
en lo Civil, Comercial, Laboral y de Personas y Familia de Cafayate, el sistema de reemplazos previstos en el 
art. 3º de la Ley 7624, modificado por el art. 1º de la Ley 7967 expresamente dispone que “en caso de impe-
dimento, inhibición o recusación, el Juez de Primera Instancia con competencia en lo Civil, Comercial, Labo-
ral, de Personas y Familia y de Garantías, con asiento en la ciudad de Cafayate, será reemplazado por los 
Jueces de Garantías con asiento en la Capital y conforme a sorteo”. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno  CAUSA: “ARIAS, VÍCTOR JOSÉ POR AMENAZAS EN PERJUICIO DE 
ARIAS, VÍCTOR HUGO - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº 
CJS 39.039/17) (Tomo 215: 343/348 – 26/septiembre/2017) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Garantías de Tercera Nominación 
para entender en los autos caratulados “N.N. a Establecer por Homicidio Culposo en Accidente de Tránsito en 
Perjuicio de Masculino a Establecer - A.P. Nº 1287/16 - Cría. Nº 11 - Fiscalía Penal de Güemes”, Expte. Nº 
142.518/17. II. COMUNICAR lo aquí dispuesto al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil de Personas y 
Familia de Quinta Nominación. 
DOCTRINA: (Mayoría) Con arreglo a lo previsto por el art. 41 inc. a) del C.P.P., incumbe al juez de garantí-
as efectuar el control de legalidad procesal y resguardo de las garantías constitucionales de acuerdo a las fa-
cultades que el Código le otorga, resolviendo las instancias que formulen el fiscal y las partes, y los incidentes 
que se produzcan hasta la remisión de la causa a juicio.  
 El art. 297 del citado cuerpo legal prescribe que cuando la investigación se realizare por causas de 
muerte violenta o sospechosa de criminalidad y el extinto fuere desconocido, antes de proceder a la inhuma-
ción del cadáver o después de su exhumación, se lo identificará por medio de testigos y se tomarán huellas 
digitales, practicándose las medidas que se consideren necesarias para su identificación. Cuando por estos 
medios no se obtenga la identificación, podrá recurrirse a otros que se consideren convenientes, tales como 
fotografías o filmaciones, que se agregarán a la causa a fin de que faciliten su posterior reconocimiento o 
identificación. 
 Cabe concluir –entonces- que el magistrado a cargo del Juzgado de Garantías de Tercera Nominación 
es quien debe conocer y decidir en lo atinente a la solicitud de traslado e inhumación efectuado por la señora 
Fiscal Penal de General Güemes, en tanto se trata de un asunto de índole penal, vinculado a la supuesta comi-
sión de un delito de acción pública, perseguible de oficio.  
 El art. 1º, inc. 3º (agregado por Ley 6881) de la Ley 5489 de creación de los Juzgados de Primera 
Instancia en lo Civil de Personas y Familia en el Distrito Judicial del Centro, en modo alguno refiere a materia 
penal y, por consiguiente, cabe descartar su aplicación en el caso. (Del voto de la Dra. Kauffman, Dres. Posa-
das, Samsón, Vittar y Catalano) 
               (Minoría) Para resolver los conflictos de competencia se debe atender, principalmente, a los hechos 
relatados en la demanda. 
 La intervención del fuero federal en las provincias es de excepción, ya que se encuentra circunscripta 
a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación 
restrictiva. 
 Además, tiene carácter excepcional, porque las provincias son las que ejercitan la jurisdicción judi-
cial en su órbita territorial, mientras que la Nación lo hace en casos de excepción. 



 

 

 Es expresa, por cuanto no puede ejercerse la competencia federal más allá de las disposiciones fija-
das por la Constitución Nacional y explicitadas en la ley. 
 Es limitativa o restrictiva, entendiéndose por ello que no pueden extenderse los supuestos legales que 
le asignen competencia. Es privativa, lo cual significa que los tribunales provinciales se encuentran impedidos 
de conocer en las causas que pertenecen a la jurisdicción federal. 
 En el caso “sub examine” nunca se le corrió vista al fiscal sobre la competencia, quien sin hacer 
alusión alguna formuló requerimiento, pese a que el accidente de tránsito se produjo sobre las rutas nacionales 
Nº 9 y 34, lo que invalida todo lo actuado debido a que el juez que intervino no tenía competencia sobre el 
lugar en que ocurrieron los hechos. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “N.N. A ESTABLECER POR HOMICIDIO CULPOSO EN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO EN PERJUICIO DE MASCULINO A ESTABLECER – A.P. Nº 1287/16 – 
CRÍA. Nº 11 – FISCALÍA PENAL DE GÜEMES – PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 38.940/17) (Tomo 215: 523/536 - 09/octubre/2017) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Vocalía Nº 1 de la Sala I del Tribunal de 
Juicio del Distrito Judicial Tartagal para entender en los autos caratulados “Salvatierra, Juan Marcos; Salva-
tierra, Ariel Luis; Salvatierra, Sebastián Matías; Mansilla, Pantaleón Javier; Lamas, Luis Fernando; Arias, 
Omar Alcides; Mansilla, Enzo Efraín; Salas, Jorge Gabriel; Verón, Juan por Abuso Sexual con Acceso Car-
nal, en perjuicio de Sánchez, Anahí”, Expte. Nº 75.275/16. 
DOCTRINA: La Ley 7716, Orgánica de la Justicia Penal, prevé en su art. 10 (sobre reemplazos en los tribu-
nales de juicio), ap. III, inc. a), que en caso de impedimento, inhibición o recusación de alguno o algunos de 
los jueces del Tribunal de Juicio del Distrito Judicial Tartagal, serán reemplazados por los jueces de la otra 
Sala, por sorteo. Por consiguiente, cabe concluir que es correcta la remisión que se hiciera a la señora Vocal 
Nº 1 de la Sala I, por resultar acorde con lo legalmente establecido, toda vez que la mentada excusación for-
mulada por la Vocal Nº 2 de la Sala II habilitó la aplicación de la primera norma contemplada en el sistema de 
reemplazos contenido en el art. 10, ap. III, de la Ley 7716.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno  CAUSA: “C/C SALVATIERRA, JUAN MARCOS; SALVATIERRA, ARIEL 
LUIS; SALVATIERRA, SEBASTIÁN MATÍAS; MANSILLA, PANTALEÓN JAVIER; 
LAMAS, LUIS FERNANDO; ARIAS, OMAR ALCIDES; MANSILLA, ENZO EFRAÍN; 
SALAS, JORGE GABRIEL; VERÓN, JUAN POR ABUSO SEXUAL CON ACCESO 
CARNAL EN PERJUICIO DE S. A. - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” 
(Expte. Nº CJS 39.004/17) (Tomo 215: 987/992 - 19/octubre/2017) 

HÁBEAS CORPUS - RECURSO DE APELACIÓN. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 45/49.  
DOCTRINA: El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el 
bloque constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física 
sino también en relación a las condiciones de detención  
 En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, tanto la Cons-
titución Nacional (art. 43) como la de la Provincia (art. 88) establecen una vía expedita y rápida que es la 
acción de hábeas corpus; esta acción constitucional, por su naturaleza de procedimiento más que sumarísimo 
y residual, erigido frente a actos y decisiones u omisiones de la autoridad o particulares que amenacen o res-
trinjan indebidamente la libertad ambulatoria o de locomoción no admite, por su especialidad, debatir cues-
tiones que no se ajustan estrictamente con los objetivos y presupuestos indicados por el mentado art. 88 de la 
Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus, al igual que el amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y de 
concesión restrictiva, sólo viable en aquéllos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no re-
quieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. 
  El fin del hábeas corpus correctivo es enmendar la forma o el modo en que se cumple la detención, si 
ellos son vejatorios, o restringen inexplicablemente garantías mínimas. 
  No existen en nuestro ordenamiento jurídico derechos absolutos, pues tanto el art. 28 de la Constitu-
ción Nacional y como el art. 16 de la Constitución Provincial establecen que los derechos por ellas consagra-
dos deben ser ejercitados conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio. 
 Corresponde el rechazo del recurso de apelación contra la sentencia denegatoria de hábeas corpus 
interpuesta pues no se verifica en autos agravamiento ilegítimo alguno de las condiciones de privación de 
libertad del interno que ponga en funcionamiento la garantía del art. 88 de la Constitución Provincial, máxime 
al haberse adoptado medidas carcelarias plenamente razonables y en beneficio del penado, para su propio 
resguardo y el de terceros. 



 

 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Vittar y Samsón  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “INTERNO PENADO TORRES, GONZALO ALFREDO – HÁBEAS CORPUS 
– RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.849/17) (Tomo 215: 443/448 - 
05/octubre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Derecho al recurso 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 96/105 vta. y, en su mérito, requerir a la Sala IV del Tribunal de Impugnación que remita los autos 
a esta Corte. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
 La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Una nota esencial de la queja es que el desarrollo de la crítica ponga en evidencia una equivocada 
denegatoria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al 
vedar el acceso a la instancia superior. 
 Cuando se tacha de arbitraria la veda al examen de fundabilidad de una decisión judicial, puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertirla mediante las vías revisoras contempladas por el ordena-
miento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir del quejoso. Es que el debido proceso legal 
exige el respeto de las garantías sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia 
dictada por los jueces naturales. 
 Esto último, a su vez, impone al juez expedirse sobre el objeto procesal llevado a su conocimiento y 
motivar sus decisiones, de modo que éstas impliquen, verdaderamente, una concreta aplicación del derecho 
vigente. 
 Corresponde hacer lugar a la queja planteada y, sin perjuicio de lo que en su momento se decida 
sobre el fondo de la cuestión, declarar mal denegado el recurso de inconstitucionalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Sansón, Vittar, Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dr. Posadas.  DOCTRINA: Dr. Zente-
no  CAUSA: “FLORES, WALTER EDGARDO POR ABUSO SEXUAL GRAVEMENTE 
ULTRAJANTE EN PERJUICIO DE A., D. – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 38.877/17) (Tomo 215: 695/702 - 17/octubre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Doctrina de la arbitrariedad. 
Nulidad de sentencia. Prohibición del doble juzgamiento. Sentencia nula no produce efectos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 78/82 vta. 
DOCTRINA: En virtud de la competencia recursiva de esta Corte (art. 153 ap. III inc. b de la Constitución 
Provincial) en materia penal, a este Tribunal le compete conocer y decidir del recurso de inconstitucionalidad, 
regulado por los arts. 554 y cc. del C.P.P. (Ley 7690 y modificatorias), así como la queja por su denegación, 
siempre que concurran los requisitos exigidos para ello; esto es, que se interponga el recurso de inconstitucio-
nalidad contra las resoluciones del Tribunal de Impugnación, si se hubiere cuestionado la constitucionalidad 
de una ley, ordenanza, decreto o reglamento que estatuya sobre materia regida por la Constitución, y la sen-
tencia o el auto fuere contrario a las pretensiones del recurrente, o cuando la sentencia fuere arbitraria, siendo 
este último el supuesto invocado por el impugnante. 
 La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 
 La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos 
supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una 
decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado. En tanto no basta para demostrar la 
existencia de una situación de inconstitucionalidad, sostener la vulneración de derechos constitucionales si no 
se prueba la afectación puntual de los derechos invocados. 
 Constituye un impedimento para la admisión de la queja presentada el hecho de que no señala, razo-
nando en relación con el auto que no concede el recurso, cuál es o cuáles son las disposiciones legales que 
inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria. 
 El Tribunal de Impugnación, a instancias del recurso de casación interpuesto por la defensa técnica, 
sanciona con nulidad tanto a las declaraciones de las menores por no haberse cumplido con las formalidades 
de los actos definitivos e irreproducibles (art. 255 del C.P.P., Ley 7690 y modificatorias), como a la sentencia 
que absuelve al acusado del delito de corrupción de menores, ordenando la realización de un nuevo debate. 
 La nulidad de la sentencia absolutoria no implica violar el principio de prohibición del doble juzga-
miento, ya que de ser así, el instituto de la nulidad misma carecería de sentido en tanto que jamás se podría 
condenar al imputado sin que se lesionase aquella garantía, razonamiento que resulta inaceptable. 



 

 

 Dado que la sentencia anulada carece de efectos, no puede decirse que al dictarse una nueva haya dos 
fallos que juzguen el mismo hecho, pues hay sólo uno que puede considerarse válido. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno   CAUSA: “PALACIOS, SERGIO ANTONIO POR ABUSO SEXUAL SIMPLE, 
CORRUPCIÓN DE MENORES EN PERJUICIO DE B. M. C. (M.); B. M. J. (M.) – DEN.: 
PÉREZ, MARÍA GISELDA – RECURSO DE CASACIÓN SIN PRESO – QUEJA POR 
REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.015/17) (Tomo 215: 1021/1030 - 
19/octubre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Extemporaneidad del plan-
teo. Cargo del escrito. Queja presentada en el juzgado que denegó el recurso. Falta de fundamentación   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 1/9. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. Conforme a esta doctrina y a lo previsto por el art. 556 del C.P.P., la queja debe ser 
presentada ante el tribunal que debe entender en el recurso que fuera denegado. 
 Sólo el cargo puesto en la secretaría del tribunal competente es el que otorga la fecha cierta de los 
escritos presentados en los expedientes; éstos, que son inicialmente instrumentos privados, adquieren carácter 
de públicos con el cargo suscripto por el secretario del tribunal. 
 El derecho de defensa en juicio no es absoluto, está sujeto a las reglamentaciones necesarias para 
hacerlo compatible con los derechos de los demás litigantes y con el interés social de tener una justicia eficaz; 
y para la existencia de violación de la defensa en juicio se requiere que haya privación o restricción sustancial 
de ella, lo que no ocurre cuando la parte ha podido ejercer su derecho con toda la plenitud que le otorgan las 
respectivas leyes, y no hizo valer los medios de defensa por voluntad o negligencia, al presentar erróneamente 
la queja en el juzgado que le denegó el recurso. 
 Sin perjuicio de la extemporaneidad del planteo, cabe recordar que la queja en su concepto estricto 
no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a los recursos más importantes, por el cual 
se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribunal “ad quem” cuando el “a quo” 
proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de una equivocada denegato-
ria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar el 
acceso a la instancia superior. 
 Constituye un impedimento para la admisión de la queja presentada el hecho de carecer de debida 
fundamentación, por cuanto el impugnante se limita sustancialmente a remitir a los razonamientos expuestos 
al fundar los recursos de casación e inconstitucionalidad, los que ya fueron valorados y resueltos por los jue-
ces de la causa con estricta aplicación del derecho; y no señala, razonando en relación con el auto que no 
concede el recurso, cuál es o cuáles son las disposiciones legales que inobservadas por el “a quo” privan de 
sustento a la resolución denegatoria. 
 La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 
 La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos 
supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una 
decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado. 
 No basta para demostrar la existencia de una situación de inconstitucionalidad sostener la vulnera-
ción de derechos constitucionales si no se prueba la afectación de los derechos invocados. 
 En el caso, se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en razón de haber 
intervenido el tribunal de casación al que accedió el impugnante haciendo uso del recurso previsto en los arts. 
539 a 553 del C.P.P. (Ley 7690 y modificatorias) en función de lo preceptuado en el art. 39 de dicho código. 
Así las cosas, no se advierten en el “sub judice” irregularidades, vicios o motivos de arbitrariedad que habili-
ten la tramitación de la vía excepcional intentada, razón por la cual cabe concluir que el recurso ha sido bien 
denegado y, en consecuencia, no corresponde admitir la queja articulada. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “DAUS, ALFREDO RUBÉN POR ABUSO SEXUAL GRAVEMENTE UL-
TRAJANTE EN PERJUICIO DE N.M.L. (M) Y ABUSO SEXUAL SIMPLE EN PER-
JUICIO DE S.I.L. (M) – MORÓN, ADRIANA DEL VALLE (DEN) – RECURSO DE 
CASACIÓN CON PRESO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº 
CJS 38.943/17) (Tomo 215: 97/108 – 19/septiembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Falta de fundamentación 



 

 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 79/89 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un 
recurso que procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que 
se deje sin efecto dicha denegatoria. 
 La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. De este modo, los agravios 
deben dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad a 
fin de demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 
 En la queja el impugnante debe expresar el o los motivos por los que entiende que el recurso fue mal 
denegado, por lo que debe considerársela formalmente improcedente si no se encuentra debidamente fundada 
porque el impugnante no señala, razonando en relación con el auto que no concede el recurso, cuál o cuáles 
son las disposiciones legales que inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria. 
 En el “sub lite”, el quejoso se limita a manifestar que al denegar el planteo de inconstitucionalidad el 
Tribunal de Impugnación se constituye en revisor de su propia sentencia y circunscribió la pretensión a una 
cuestión de interpretación de los hechos y la prueba rendidos en la causa, pero no logró conmover los funda-
mentos de la resolución denegatoria en torno a que su planteo no configura un “caso constitucional”. (Del 
voto de los Dres. Samsón, Vittar, Posadas, Catalano) 
                (Minoría) La nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea dene-
gatoria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar 
el acceso a la instancia superior. 
 El tribunal recurrido no debe limitarse a denegar o conceder mecánicamente el recurso de inconstitu-
cionalidad sino que, valorando los agravios desde la óptica del recurrente, debe efectuar un juicio de probabi-
lidad sobre la afectación de principios constitucionales. A la luz de dicho criterio, el análisis de los agravios 
expuestos por el impugnante han de ser valorados en abstracto, sin perder de vista los derechos de jerarquía 
constitucional que se dicen infringidos. 
  El Tribunal de Impugnación, al omitir valorar la probable afectación de los derechos constitucionales 
invocados, revela un tratamiento inadecuado de la cuestión que no resulta suficiente para sustentar la decisión 
denegatoria, lo que constituye una lesión a la garantía de la defensa en juicio y a un debido proceso, por lo 
que corresponde declarar mal denegado el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Fiscal de Impug-
nación. (Del voto del Dr. Cornejo y de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman y Dr. Posadas  DOCTRINA: Dr. Zen-
teno  CAUSA: “C/C POCLAVA, ALDO HUGO POR ABUSO SEXUAL CON ACCESO 
CARNAL - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.857/17) 
(Tomo 215: 359/368 – 26/septiembre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Estado juridico de inocencia. 
Carga de la prueba. Indicios. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 101/110. 
DOCTRINA: (Mayoría) En virtud de la competencia recursiva de esta Corte (art. 153 ap. III inc. b de la 
Constitución Provincial), en materia penal le compete conocer y decidir del recurso de inconstitucionalidad, 
así como la queja por su denegación, siempre que concurran los requisitos exigidos para ello; esto es, que se 
interponga contra las resoluciones del Tribunal de Impugnación, si se hubiere cuestionado la constitucionali-
dad de una ley, ordenanza, decreto o reglamento que estatuya sobre materia regida por la Constitución, y la 
sentencia o el auto fuere contrario a las pretensiones del recurrente, o cuando la sentencia fuere arbitraria, 
calificación ésta que le atribuye el recurrente. 
 La Corte Federal ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no 
puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones cuya solución es del resorte exclusivo del 
tribunal de la causa, si es que no se demuestran contradicciones de tal magnitud que hagan prácticamente 
irreconocible la aplicación del método de reconstrucción histórica groseras deficiencias de razonamiento o 
una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordina-
rios como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacio-
nal. 
  Es menester recordar que uno de los principios que rige el proceso penal es aquél por el cual toda 
persona se reputa inocente hasta tanto una sentencia firme declare su culpabilidad, incumbiendo a la parte 
acusadora la demostración de la responsabilidad del imputado y no a éste la de su inocencia. Ello surge de la 
garantía del juicio previo, emergente del art. 18 de la Constitución Nacional. 

Este también se halla receptado, en forma expresa, por diversos tratados de derechos humanos con 
jerarquía constitucional, como ser en los arts. 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 



 

 

14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 26 de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre, 11.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y nuestro ordenamiento 
procesal lo recepta en el art. 1º inc. h). 

Por ello, será la acusación la que deberá desvirtuar el estado de inocencia del encartado y en tanto no 
se arrimen a la causa los elementos que lo destruyan, no se puede modificar ese status. 
 En el caso, el fiscal pretendió presentar como indicios de cargo hechos contradictorios (los dichos de 
la víctima y las lesiones), que daban lugar a múltiples interpretaciones y, en algunos casos, ni siquiera se 
hallaban acreditados. Esos elementos no bastan para fundar un reproche penal, ni formar la certeza a la que 
deben arribar los magistrados a la hora de dictar un pronunciamiento condenatorio. Dicha certeza no se satis-
face con elementos de escaso o nulo valor probatorio como los presentados a lo largo del debate, insuficientes 
para desvirtuar las protestas exculpatorias del imputado. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar y 
Catalano) 
                (Minoría) La nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea dene-
gatoria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar 
el acceso a la instancia superior. 
 Esta Corte ha señalado que el tribunal recurrido no debe limitarse a denegar o conceder mecánica-
mente el recurso de inconstitucionalidad sino que, valorando los agravios desde la óptica del recurrente, debe 
efectuar un juicio de probabilidad sobre la afectación de principios constitucionales. A la luz de dicho criterio, 
el análisis de los agravios expuestos por el impugnante han de ser valorados en abstracto, sin perder de vista 
los derechos de jerarquía constitucional que se dicen infringidos. 
 Omitir valorar la probable afectación de los derechos constitucionales invocados, aparece como una 
indebida restricción a la vía impugnativa utilizada, porque revela un tratamiento inadecuado de la cuestión 
que no resulta suficiente para sustentar la decisión denegatoria, lo que constituye una lesión al derecho de 
defensa en juicio y a la garantía del debido proceso. Tal circunstancia justifica la apertura de la instancia ex-
traordinaria. (Del voto del Dr. Cornejo y la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Cornejo, Cornejo, Dra. Kauffman  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “C/C PONCE DE LEÓN, NORBERTO POR ABUSO SEXUAL CON ACCESO 
CARNAL EN PERJUICIO DE M.A.C. – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGA-
DO” (Expte. Nº CJS 38.993/17) (Tomo 215: 673/688 - 17/octubre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Individualización judicial de 
la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 425/436 vta. de autos y, en su méri-
to declarar mal denegado el recurso de inconstitucionalidad. 
DOCTRINA: (Mayoría) La queja constituye un remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un 
recurso que procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que 
se deje sin efecto dicha denegatoria. 
 Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea denegatoria del 
recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar el acceso a 
la instancia superior.  
 Habiéndose efectuado una correcta relación entre la materia de que se trata y los derechos constitu-
cionales que se consideran conculcados, es posible concluir, dentro del análisis provisional propio de este 
planteo, que los agravios formulados poseen entidad “prima facie” como para habilitar el control de constitu-
cionalidad por la vía del remedio intentado por cuanto la quejosa expone que hubo arbitrariedad por parte del 
Tribunal de Impugnación al confirmar el fallo de primera instancia, respecto a la pena aplicada al condenado, 
sin explicar las razones suficientes que motivaron dicho decisorio. (Del voto de la Dra. Kauffman y los Dres. 
Samsón, Vittar y Cornejo) 
                (Minoría) La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo 
accesorio a los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de 
alzada ante el tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso”. Consti-
tuye un impedimento para la admisión de la queja presentada el hecho de carecer de debida. 
 El quejoso, con sus argumentos, no controvierte lo considerado en el fallo con relación a la razonabi-
lidad y fundamentación del monto de la pena establecida dentro del margen punitivo del delito cometido, 
donde se valoraron puntualmente los factores que intensifican el reproche penal y aquéllos que lo atenúan. 
Además, al determinar las pautas para la individualización judicial de la pena, con meridiana claridad y en 
armonía con las cláusulas supralegales, la ley de fondo precisa que “los tribunales fijarán la condenación” 
(arts. 40 y 41 del C.P.); a lo que cabe agregar que, conforme constante doctrina del Superior Tribunal de la 
Nación (Fallos, 189:34; 308:1557, entre muchos otros), la existencia de una acusación concreta y oportuna-
mente intimada –base del juicio penal- cumple las exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente 
el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las garantías de legalidad y de judicialidad; máxime cuando las 
circunstancias que inciden en la individualización de la pena se encuentran preestablecidas en la ley y la con-
creta imposición sólo puede basarse en las constancias de la causa fundamentación. (Del voto de los Dres. 
Posadas y Catalano) 



 

 

TRIBUNAL: Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO - TERRÓN VILLAGRÁN, FRAN-
CISCO JAVIER POR ABUSO SEXUAL GRAVEMENTE ULTRAJANTE EN PERJUI-
CIO DE R.S.H. (M); ABUSO SEXUAL SIMPLE EN PERJUICIO DE P.F. (M) Y FACI-
LITACIÓN DE PORNOGRAFÍA, TODO ELLO EN CONCURSO REAL - SMITH CA-
SABELLA, TOMÁS EXEQUIEL (DEN) - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGA-
DO” (Expte. N° CJS 39.014/17) (Tomo 215: 717/728 - 18/octubre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Falta de fundamentación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 80/85. 
DOCTRINA: La queja constituye el remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
 En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a los re-
cursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribu-
nal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia del recurso. 
 Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos expresados por el “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso; por lo que los agravios deben dirigirse 
a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad, a fin de demostrar 
la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 
 En la queja el impugnante debe expresar el o los motivos por los que entiende que el recurso fue mal 
denegado, por lo que debe considerársela formalmente improcedente si no se encuentra debidamente fundada 
porque el impugnante no señala, razonando en relación con el auto que no se concede el recurso, cuál o cuáles 
son las disposiciones legales que inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria. 
 En el caso de autos no se alcanza a exponer en forma fundada una cuestión constitucional, tal como 
lo exige la ley, en virtud de que los agravios de la defensa, no obstante la mención que hace de los derechos y 
las garantías supuestamente vulneradas, en realidad remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y dere-
cho común, debatidas y resueltas en el presente proceso, ajenas, por principio, a la vía extraordinaria. Ade-
más, la mera disconformidad con la interpretación y ponderación de las normas y los hechos, que trasunta el 
escrito de la defensa, en modo alguno justifica la tacha de arbitrariedad, pues los jueces no están obligados a 
seguir a las partes en todas sus argumentaciones ni a ponderar una a una y exhaustivamente todas las pruebas 
agregadas en la causa, sino sólo aquellas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones. 
TRIBUNAL: Dr. Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dr. Zenteno.   
CAUSA: “VARELA, JUAN CARLOS POR USURPACIÓN EN PERJUICIO DE VI-
CENTE, MARÍA DEL CARMEN - RECURSO DE CASACIÓN SIN PRESO – QUEJA 
POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 39.025/17) (Tomo 215: 643/650 - 
13/octubre/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Falta de fundamentación. 
Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, inter-
puesta a fs. 82/88 vta. 
DOCTRINA: Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea denegato-
ria del recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal “a quo” ha incurrido en un error al vedar el 
acceso a la instancia superior. 
 Lejos de constituir la apertura de una tercera instancia, sirve para el cumplimiento del estricto control 
de constitucionalidad, razón esta que impone que su admisión no puede importar en modo alguno la habilita-
ción de una etapa revisora de sentencias pronunciadas por los respectivos tribunales de apelación, en tanto en 
ellas no se evidencien vicios de entidad grave como para implicar, o una lesión a un principio constitucional, 
o su descalificación como actos jurisdiccionales válidos en el ámbito de la doctrina de la arbitrariedad. 
 La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, requisitos que reúne la resolu-
ción cuestionada y que aventan cualquier supuesto de irrazonabilidad. 
 La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para aquellos 
supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una 
decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado. 
 En tanto no basta para demostrar la existencia de una situación de inconstitucionalidad, sostener la 
vulneración de derechos constitucionales si no se prueba la afectación puntual de los derechos invocados. 
 Constituye un impedimento para la admisión de la queja presentada el hecho de carecer de debida 
fundamentación. 



 

 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno   CAUSA: “ZERPA, ALFREDO JOEL POR HOMICIDIO CALIFICADO Y LE-
SIONES GRAVES EN CONCURSO REAL, EN PERJUICIO DE ÁLVAREZ, CARLOS 
FACUNDO; SALVATIERRA, FERNANDA – RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO 
– QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.922/17) (Tomo 215: 
1013/1020 - 19/octubre/2017) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 119/135. 
DOCTRINA: A esta Corte no le incumbe juzgar sus propios pronunciamientos cuando es llamada a decidir 
sobre la concesión o denegación del recurso extraordinario, pero ello no la exime del deber de analizar si 
reúne los requisitos necesarios, ya que sólo su estricto cumplimiento habilita la concesión del recurso extraor-
dinario federal. Este juicio de admisibilidad refiere tanto a las condiciones formales, con arreglo a lo dispues-
to por el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, como también los denominados requisi-
tos propios de los remedios extraordinarios, es decir, si cuenta con fundamentos suficientes para sustentar un 
caso constitucional que merezca la competencia del más Alto Tribunal. 
 La Corte Suprema de Justicia de la Nación, por Acordada 4/2007, reglamentó la presentación de los 
escritos mediante los cuales se intenta el recurso extraordinario federal, y sistematizó los requisitos formales 
para la deducción de este remedio excepcional. 
 El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
resulta la base misma del recurso. 
 Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia 
del pleito y la invocada cuestión constitucional extremo que no se satisface con la simple alegación de que en 
el fallo cuestionado existe arbitrariedad, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efecti-
vamente tal violación en la sentencia, con lo que los agravios expuestos por la recurrente no han logrado deli-
near claramente y con precisión la existencia de tal cuestión federal ni ha demostrado que el fallo impugnado 
hubiera incurrido en quebranto alguno de disposiciones constitucionales. 
 La tacha de arbitrariedad requiere un apartamiento inequívoco de la normativa prevista para el caso o 
una decisiva carencia de fundamentación. 
 La sola mención de derechos constitucionales no basta para tener por cumplida la exigencia de fun-
damentar el derecho federal que sustenta cada uno de los agravios del recurso extraordinario. 
 El Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto susti-
tuir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una 
nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia específica de la Corte cuando no se de-
muestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación, 
o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
 Sólo se reputan arbitrarias las sentencias que se basan en la mera voluntad o capricho de los jueces y 
que la jurisprudencia referente a las sentencias arbitrarias e insostenibles debe reducirse a los casos de deci-
siones que evidente y explícitamente carecen de fundamento legal y de apoyo en los hechos comprobados del 
juicio. 
 La reiteración de los agravios que la apelante efectúa en el marco del recurso extraordinario federal 
respecto de lo planteado anteriormente en sus recursos de casación e inconstitucionalidad, además de reeditar 
cuestiones y observaciones ya resueltas, si bien puede, como lo hizo, integrar la materia de la queja, no alcan-
za para dar sustento a la vía ahora intentada, de inequívoco carácter excepcional. 
 Teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 11 de la Acordada 4/2007, que impone la desestimación de 
la apelación extraordinaria en los supuestos en que se hallen incumplidos los recaudos allí prescriptos, y al no 
haberse demostrado la afectación de garantías constitucionales ni lograr la recurrente conmover las razones de 
la sentencia que cuestiona, corresponde denegar el recurso extraordinario federal interpuesto. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD - TARITOLAY, ALBERTO 
POR HOMICIDIO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO Y TENTATIVA 
DE HOMICIDIO AGRAVADO POR EL USO DE ARMA DE FUEGO EN PERJUICIO 
DE TASTACA, VÍCTOR – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº 
CJS 38.575/16) (Tomo 215: 425/436 - 05/octubre/2017) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Sentencia arbitraria. Omisión de valorar prueba. Sana 
crítica racional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 628/634 
vta. del expediente principal. II. DECLARAR la nulidad de la resolución de la Sala II del Tribunal de Impug-
nación de fs. 618/626 vta. y, en consecuencia, confirmar la sentencia dicta por la vocalía Nº 3 de la Sala IV 
del Tribunal de Juicio de fs. 492/516 vta.  



 

 

DOCTRINA: (Mayoría) El recurso de inconstitucionalidad procede en caso de sentencias arbitrarias, en el 
sentido interpretado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a fin de corregir desaciertos de gravedad 
extrema que las descalifiquen como pronunciamientos judiciales válidos. Resulta esencial en materia de arbi-
trariedad, que la vía propuesta no constituya la apertura de una tercera instancia donde se intente reproducir el 
debate ordinario de los hechos considerados anteriormente. Por ello, la decisión recurrida debe presentar se-
rios y graves defectos de fundamentación, traducidos, a su vez, en evidente menoscabo de derechos constitu-
cionales. 
 Por sentencia arbitraria se entiende aquella que es insostenible, o irregular, o anómala, o carente de 
fundamentos suficientes para sostenerla, o desprovista de todo apoyo legal y fundada sólo en la voluntad de 
los jueces que la suscriben. 
 Esta Corte ha precisado que al dictar sus sentencias los jueces deben cumplir con una crítica externa 
en el desarrollo de la reconstrucción histórica destinada a descubrir la verdad en el proceso penal, siendo su 
deber sopesar y explicar las circunstancias que inciden en su decisión ello es así porque nuestro sistema pro-
cesal penal exige que la convicción alcanzada –y con ello la resolución del caso concreto- sea el resultado 
racional de los elementos de juicio valorados lo cual sólo encuentra realización mediante una debida funda-
mentación del acto jurisdiccional. 
 Si se evade tal deber dictando la sentencia definitiva pero omitiendo valorar los elementos de prueba 
que puedan permitir establecer, con cierto grado de rigor, la culpabilidad real del autor, se genera un cuadro 
que no puede subsanarse mediante inconsistentes impresiones personales del juzgador. 
 El ordenamiento procesal penal de la Provincia adoptó como sistema de valuación de la prueba el de 
la libre convicción o sana crítica racional; por tal motivo, el juez no está sometido a limitaciones o reglas del 
régimen de la prueba legal, sino simplemente a las de la lógica, la psicología y la experiencia común. De allí 
que, en resguardo de los particulares y de la sociedad contra las decisiones arbitrarias, los jueces tienen el 
deber de motivar su decisión, lo que importa exponer los argumentos fácticos y jurídicos que justifican la 
resolución, lo que no ocurrió en el presente caso. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Posadas, y 
Samsón) 
                (Minoría) Al realizar un análisis sobre la elocución lógica de la sentencia debe tenerse presente que 
la prueba será valorada según el método de la sana crítica racional. Este método prescribe la libertad de con-
vencimiento de los jueces, pero les exige que sus conclusiones sean el producto razonado de las pruebas en 
que se basen y así puedan ser explicadas. Esta libertad implica facultades de seleccionar y descartar, y de 
conceder o restar eficacia conviccional a las pruebas en que fundan la sentencia. La sana crítica racional im-
plica respetar los principios de la recta razón que son no más que las reglas de la lógica que se estructuran 
sobre la acabada idea de coherencia y derivación con más las bases cardinales de identidad, no contradicción, 
tercero excluido y razón suficiente. Esto debe verse abonado por los principios incontrastables epistemológi-
cos que vienen de la psicología, en cuanto a la percepción, personalidad, emoción, volición, ideación, etcéte-
ra, como así también los elementos empíricos que llegan de la experiencia de vida, conocimientos vulgares, 
del plano emotivo, de la observación, etcétera, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
 Para que una sentencia sea justa no debe analizarse en solitario el resultado del delito y su gravedad, 
sino que deben ponderarse, entre otros aspectos, la personalidad de la autora, sus circunstancias individuales y 
la realidad que la rodea a fin de que la condena impuesta se ajuste a los principios de proporcionalidad y dig-
nidad de la persona humana. 
 No pueden menospreciarse a la hora de evaluar la reprochabilidad penal que el castigo a imponer en 
el caso concreto debe guardar proporcionalidad con el grado de culpabilidad, evitando una sanción despropor-
cionada e injusta como la aplicada por el Tribunal de Juicio (condena perpetua), pues ha quedado claro luego 
del plenario que concurren circunstancias eminentemente condicionantes, cuantitativa y cualitativamente 
preponderantes, circunscriptas a la faz subjetiva que, por su magnitud, influyeron en la determinación a delin-
quir, limitando su margen de opción o elección y restringiendo el juicio de reprochabilidad que respecto al 
hecho debe efectuarse, lo que disminuye, por ende, su culpabilidad. 
 Del mismo modo, surge la escasa peligrosidad de la autora, quien se presenta como una persona que 
por sus antecedentes personales, condición de primaria, modo de ejecución del hecho, conducta posterior 
desplegada y demás cuestiones examinadas, no requiere de un tiempo de encierro a perpetuidad. (Del voto de 
la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón  DOCTRINA: Dr. 
Zenteno     CAUSA: “C/C GÓMEZ, YAMILA LUJÁN POR HOMICIDIO AGRAVADO 
POR EL VÍNCULO EN PERJUICIO DE GÓMEZ, ALAN EZEQUIEL – RECURSO DE 
CASACIÓN CON PRESO – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Ex-
pte. Nº CJS 38.353/16) (Tomo 215:  847/862 - 19/octubre/2017) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Requisitos de los recursos. Derecho al recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 
1195/1210 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría) Esta Corte ha sostenido reiteradamente que todo recurso se halla supeditado a dos 
tipos de requisitos: de admisibilidad y fundabilidad. Conforme a tal distinción puede señalarse que un recurso 



 

 

es admisible cuando posibilita el examen de los agravios invocados por el recurrente y, por consiguiente, la 
emisión de un pronunciamiento acerca del fondo o mérito de las cuestiones sobre que aquéllos versan; y es, en 
cambio, fundado cuando, en virtud de su contenido sustancial, resulta apropiado para la obtención de una 
resolución que, por vía de reforma, ampliación o anulación, sustituya la impugnada. 
 De lo expuesto se colige que el análisis de los requisitos de admisibilidad debe comportar una opera-
ción necesariamente previa respecto al examen de fundabilidad o estimabilidad, y que en un juicio negativo 
sobre la concurrencia de cualquiera de los primeros descarta, sin más, la necesidad de una decisión relativa al 
mérito del recurso. Los requisitos de admisibilidad de los recursos atienden -como sucede en todo acto proce-
sal- a los sujetos que intervienen en su interposición, sustanciación y resolución, al objeto sobre el que versan 
y a la actividad que involucran, debiendo esta última analizarse en sus dimensiones. 
 El derecho impugnativo en el proceso penal no es ilimitado sino que se encuentra concretamente 
condicionado por un conjunto de pautas restrictivas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo y ésta es la sanción 
procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas necesarias para su ingreso al proceso en el 
juicio preliminar sobre el recurso. (Del voto del Dr. Dra. Kauffman y de los Dres. Catalano, Posadas, Samsón 
y Vittar) 
                (Minoría) El art. 8.2.h de la Convención Americana de Derechos Humanos consagra el derecho del 
imputado de recurrir el fallo ante juez o tribunal superior; a su vez, el art. 14.5 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos establece que toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que 
el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo 
prescrito por la ley. 

En nuestro ordenamiento procesal, al encontrarse prevista la causal de “arbitrariedad” (art. 554 del 
C.P.P.), esgrimida por la defensa como fundamento de procedencia del recurso de inconstitucionalidad dedu-
cido, la que permite revisar las cuestiones de hecho y derecho, se encuentran amparados los estándares exigi-
dos por el sistema interamericano de derechos humanos en materia penal. 
 En los casos de sentencias condenatorias, el plazo para deducir el recurso de casación debe compu-
tarse a partir de la notificación personal al imputado, pues de lo contrario la sola notificación al defensor po-
dría frustrar la eventual voluntad del imputado de impugnar la decisión que le impone la condena, lo que 
atentaría contra la efectiva vigencia de la garantía de la defensa en juicio. 
 En el acto de lectura de fundamentos de la sentencia no se encontraba presente el imputado, por lo 
que no es valido para tenerlo por notificado, más aún cuando no hay constancia en la causa de que haya sido 
convocado al afecto. 
 El verdadero titular del derecho a recurrir, reconocido en los arts. 8.2.h de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es el acusado, y si 
no esta notificado de los fundamentos de la sentencia, no se pueden hacer reparos formales en torno a la tem-
poralidad del planteo efectuado por el defensor, máxime cuando se encuentra en juego el derecho a la libertad. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL:  Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “MAIZARES, GONZALO DOMINGO; ORTIZ, JUAN DOMINGO – DELITO 
DE HOMICIDIO CALIFICADO POR ALEVOSÍA Y CRIMINIS CAUSA; ARENA, JO-
SÉ CARLOS Y MAIZARES, GUSTAVO NICOLÁS EN CALIDAD DE PARTÍCIPES 
NECESARIOS POR HOMICIDIO CALIFICADO POR ALEVOSÍA Y CRIMINIS CAU-
SA – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 38.700/17) 
(Tomo 215: 109/124 – 19/septiembre/2017) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Homicidio criminis causa, diferencia con robo calificado 
por el resultado.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 54/59 vta. 
y, en su mérito, declarar la nulidad de la sentencia de la Sala I del Tribunal de Impugnación, cuya copia obra a 
fs. 41/50 vta., y ordenar que bajen allí los autos, para que proceda con arreglo a la presente. 
DOCTRINA: La materia a resolver principalmente en el presente caso radica en la calificación legal dada por 
el tribunal de juicio y ratificada por el de Impugnación, frente a los agravios vertidos por el Ministerio Público 
Fiscal: robo calificado por el resultado (art. 166 inc. 1 del C.P.) u homicidio “criminis causa”, en grado de 
tentativa (arts. 80 inc. 7, en función del 42 del C.P.). 
 Resulta pertinente recordar las enseñanzas del Dr. Ricardo C. Núñez, en su Tratado de Derecho Pe-
nal,  “como lo indica ya el texto de la ley (‘violencias ejercidas para realizar el robo’), el tipo del art. 166, inc. 
1º, comprende las lesiones accidentales y las preordenadas respecto del robo”; es decir, las lesiones “acciden-
tales” son aquellas causadas por un suceso eventual. En este caso, las lesiones producidas en la víctima no son 
el resultado accidental del robo, más bien aparecen como excesivas para el amedrentamiento y posterior en-
trega del bien a sustraer, circunstancia que desecha de plano la tipificación realizada por el tribunal de juicio y 
confirmada por el voto mayoritario del de Impugnación. 
 En cuanto a la pretensión del órgano acusador, Núñez sostiene que el homicidio “criminis causa” del 
art. 80 inc. 7 del Código Penal encuentra su agravamiento en una conexión ideológica que puede ser tanto 



 

 

final como causal, y la esencia de tal subjetividad reside en la preordenación de la muerte a la finalidad delic-
tiva o pos delictiva, o a la satisfacción del despecho que mueve al homicida, no bastando la simple concomi-
tancia del homicidio con el otro delito. La ley sólo exige que en el ánimo del autor, en el momento del hecho, 
el fin delictuoso funcione como motivo específicamente determinante del homicidio; sin embargo, esto no 
requiere premeditación o reflexión, sino sólo decisión, la que puede producirse incluso de improviso en la 
ejecución del hecho mismo. Pero la decisión de matar “para” o de matar “por” se materializa por el desprecio 
que muestra el autor por la vida de otro, eligiéndola como instrumento para apoderarse de la cosa ajena o para 
asegurar los resultados o la impunidad del robo. El agravamiento tiene un carácter puramente subjetivo. Lo 
que califica en la conexión final no es la materialización del fin delictivo que mueve al matador, sino el fin en 
sí mismo. En sí, no es la violación de dos derechos (el de la vida y el lesionado por el otro delito), sino el 
mayor peligro y la mayor alarma que despierta el homicida que obra movido por tan reprochable finalidad. 
Por consiguiente, no es necesario que el otro delito se haya intentado o preparado. Por último, Núñez señala 
que en el homicidio “criminis causa”, la tentativa y la consumación se refieren al homicidio y no al otro deli-
to.  
 Ahora bien, en el caso, el homicidio no se consumó por circunstancias ajenas a la voluntad del sujeto 
activo toda vez que la víctima, luego del disparo, se alejó del lugar, además de haber recibido pronta ayuda 
médica. Esto lleva a la conclusión que el hecho endilgado debe ser reprochado en grado de tentativa. 
 Es posible la tipificación del hecho en grado de conato, por cuanto, como bien Núñez señala, “el 
lenguaje de la ley habla claramente a favor de que la tentativa requiere que su autor tenga por objeto o motivo 
de su acción el logro de un determinado delito. Este contenido especial del dolo sólo es compatible con el 
dolo directo”; pero luego aclara que “el fin, propósito o intención directa de cometer un delito determinado no 
exige que la intención del autor comprenda todos y cada uno de los hechos y circunstancias configurativos, en 
el caso concreto, del delito cuya consumación constituye el motivo determinante del intento. Basta que el 
autor sea movido por el designio de cometer un hecho calificable como delito, con prescindencia de las even-
tualidades que no excluyen ni alteran la criminalidad de ese designio”. 
 En autos existe certeza que el autor, al efectuar el disparo con arma de fuego a corta distancia, quería 
cometer el delito de homicidio, el que no fue consumado por causas ajenas a él, como lo fue el alejamiento de 
la víctima y el inmediato traslado al hospital, por terceros, para ser intervenido por las heridas que sufría. 
 En definitiva, el hecho reprochado, en lo que fuera objeto de agravios en el presente recurso, debe ser 
encuadrado como homicidio doblemente calificado, “criminis causa” y en perjuicio de un miembro de las 
fuerzas policiales, en grado de tentativa (arts. 80 incs. 7 y 8, y 42 del C.P.). 
 La misión del Poder Judicial consiste en asegurar la supremacía de la Constitución y, como eventual 
consecuencia, invalidar las disposiciones que se encuentren en clara y abierta pugna con ese texto fundamen-
tal, para lo cual, debe tenerse en cuenta que la cuestión traída a examen se encuentra regida por un orden 
normativo de jerarquía superior que no puede ser objeto de conculcación. 
 Esta Corte, en su calidad de garante constitucional, está facultada para declarar nulidades absolutas, 
aún al margen de los planteos concretamente formulados por los impugnantes. (Del voto del Dr. Catalano, 
Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón y Vittar) 
               La doctrina de la arbitrariedad es el medio para resguardar las garantías del debido proceso y defensa 
en juicio, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente, 
con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. En consonancia con lo expuesto, corresponde 
determinar si lo decidido importa un tratamiento inadecuado y dogmático del planteamiento propuesto, es 
decir, si adolece de defectos que lo invalidan como acto jurisdiccional. 
 Lo que en autos se puso en crisis es la calificación legal atribuida al imputado. En efecto, el agravio 
que invoca el representante del Minis-terio Público Fiscal radica en una cuestión de derecho, esto es la nece-
sidad de determinar si en el caso resulta aplicable la figura penal del homicidio “criminis causa” o no. 
 La esencia del agravamiento en el homicidio “criminis causa” consiste en la conexión ideológica que 
se comprende de una causa final y una causa impulsiva.  

Como causa final, el homicidio se realiza con el fin de cometer otro delito, para ocultar otro delito o 
para asegurar el resultado de otro delito. Como causa impulsiva, el autor mata por no haber obtenido el resul-
tado que se propuso. Para ello es necesario que antes del homicidio se haya cometido o intentado otro delito. 
Subjetivamente se requiere el dolo directo, el autor mata por un fin determinado, o porque no pudo consumar 
otro ilícito. 
 Esta Corte tiene dicho que a los fines de la aplicación de la figura agravada prevista en el art. 80 inc. 
7 del C.P. basta que, como en el presente caso, el causante se proponga la muerte en conexión ideológica con 
el delito que se pretende cometer, para liberar los obstáculos que se presentan imprevistamente en su ejecu-
ción o para precaverse de las consecuencias legales, pues igualmente aquí se presenta la obstinación delictiva 
que no repara en el respeto de la vida ajena, extremo éste que justifica la intensificación del reproche penal. 
 La calificación procede cuando se ha ejecutado el homicidio para perpetrar otro delito, con prescin-
dencia de la concreción de ese plan y en virtud de la mera conexión ideológica entre ambos ilícitos. Lo que se 
ha tenido en vista al profundizar el reproche es que el causante manifieste un desprecio tal por la vida ajena, 
lo que lleve a atentar contra ella cuando se opone como un obstáculo para la concreción de otra finalidad 
delictiva, sin que importe la suerte corrida por esta última. 



 

 

 En el “sub lite”, la intencionalidad homicida del acusado se infiere de la circunstancias del hecho -
utilización de un arma de fuego y herida que causa riesgo a la vida- que ponen de manifiesto unívocamente el 
dolo directo compatible con la atribución del delito de homicidio en grado de tentativa. (Del voto del Dr. 
Cornejo) 
TRIBUNAL: Dr. Catalano, Dra. Kauffman, Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Cornejo. DOCTRINA: Dr. Zente-
no   CAUSA: “MARTÍNEZ, LUIS MIGUEL POR HOMICIDIO CALIFICADO EN GRA-
DO DE TENTATIVA, VIOLACIÓN DE DOMICILIO Y RESISTENCIA A LA AUTO-
RIDAD – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 
38.447/16) (Tomo 215: 305/328 – 24/septiembre/2017) 
 


